
JURISPRUDENCIA

L esizidad. —Prescrip ción.

La Sala rechaza la posibilidad
del recurso de lesividad, estimán-
dolo interpuesto fuera de plazo,
en el siguiente razonamiento :

«Que al acuerdo de lesividad
de 9 de septiembre de 1932 no
procedió dictamen alguno de le-
trados ; que en el escrito inicial
del procedimiento ante el Tribu-
nal Provincial de lo Contencioso-
Administrativo, fecha 5 de octu-
bre inmediato, no se hace la me-
nor alusión a la existencia de
tal acuerdo, sino sólo al de 10
de junio anterior, y que el po-
der utilizado por el Procurador
de aquel Ayuntamiento se otor-
gó en 16 de agosto, o sea dos
meses antes de la declaración de
lesividad que en la demanda ha
querido utilizarse; detalles son
todos ellos reveladores de que
cuando verdaderamente la Cor-
poración se decidió a declarar
lesivos los acuerdos municipales
de 18 de mayo, 22 de junio, 7 de
agosto, 28 de septiembre y 2 y
19 de noviembre de 1928, lo fue
en 10 de junio de 1932, y que,

por tanto, en 9 de septiembre si-
guiente sólo se trató de una ra-
tificación totalmente ilegal e in-
eficaz, para con ella tratar de co-
honestar la extinción del plazo de
tres meses, obligatorio e impro-
rrogable, a que hace referencia
el artículo 7.° de la Ley regula-
dora de esta jurisdicción.

Que si bien podría argumen-
tarse que con la tesis del Tribu-
nal a quo, esto es, con la pro-
hibición de que la lesividad de
un acuerdo sea declarada más de
una sola vez, sería factible lle-
gar al caso de que cualquier Cor-
poración municipal o provincial,
en su deseo maligno de evitar
una lesividad posterior, la acor-
dara por sí propia, dejando des-
pués intencionadamente transcu-
rrir el plazo del término trimes-
tral sin acudir a los Tribunales.
No debe olvidarse ni dejar a un
lado que tan deplorable y mali-
ciosa conducta implicaría ir con-
tra sus propios actos, aparte de
que pudiera ser engendradora de
graves responsabilidades de índo-
le no administrativa.»

(Sent. 16 marzo 1945.)
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Jubilación de funcionario. Facul-
tades discrecionales de la Ad-
ministración.

El Secretario de la Corpora-
ción, que llevaba más de treinta
y cinco años de servicio, fue ju-
bilado con sueldo entero, inter-
poniendo un recurso de nulidad
contra este acuerdo, por estimar
que se excedía en sus facultades
el Ayuntamiento y vulneraba los
preceptos legales, en virtud de
los cuales se establecían las cua-
tro quintas partes del sueldo
como retiro de jubilación.

La Sala, revocando la. senten-
cia inferior, estima que el Ayun-
tamiento no se ha excedido, fun-
dada en la siguiente doctrina:
Que si bien, según los precep-
tos legales en vigor, la cantidad
asignada como haber correspon-
diente a la jubilación de los Se-
cretarios de Ayuntamiento, cuan-
do hayan prestado servicios por
treinta y cinco años, que es el
caso en que se encuentra la de-
claración de jubilación que mo-

. ti va el presente recurso, se fije
en los cuatro quintos del sueldo
regulador ; pero también hay que
tener presente que entre esos pre-
ceptos legales está el artículo 48
del Reglamento de Secretarios
Municipales de 23 de agosto de
1924, que establece que lo dis-
puesto en el mismo queda supe-
ditado a los Reglamentos que los
Ayuntamientos tengan aproba-
dos, siempre que resulte más
favorable al Secretario, lo que
patentiza que los Ayuntamientos

están facultados para poder fi-
jar mayores cantidades a la ju-
bilación de sus Secretarios que
las consignadas en el Reglamen-
to y Estatuto Municipal, y asi-
mismo el artículo 3.° del Regla-
mento de Empleados Adminis-
trativos del Ayuntamiento de
V. establece que podrá aumen-
tar el sueldo de sus empleados
que se hagan relevantemente
acreedores a ello ; y como en el
caso actual el referido Ayunta-
miento, al tomar el acuerdo de
conceder como haber de jubila-
ción a su Secretario el sueldo ín-
tegro que disfrutaba, lo hizo, se-
gún se expresa en dicho acuer-
do, teniendo en cuenta el méri-
to de sus dilatados e imponde-
rables servicios, le nombró Secre-
tario honorario y Asesor jurídi-
co de la Corporación, con el fin
de no hurtar su presencia e in-
tervención, siempre grata y hon-
rosa, en el Consistorio; por lo
que es visto que, tratándose de
una jubilación especial en que
han de tenerse en consideración
las alegaciones expresadas en el
acuerdo que es motivo de la im-
pugnación origen del presente
recurso, procede desestimar éste
y confirmar el acuerdo recurri-
do, absolviendo a la Administra-
ción.

(Sent. 15 marzo 1945.)

Falta de reclamación en vía gu-
bernativa.

Alegada por el Fiscal la ex-
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cepción de incompetencia de ju-
risdicción, fundada en que en el
expediente administrativo no so-
licitó el actor se declarase la nu-
lidad de la resolución que impug-
na, y aunque efectivamente es
cierto que leído el escrito que
presentó el hoy recurrente en
5 de diciembre de 1932 al Ayun-
tamiento, en todo su contenido
no figura la petición de nulidad
del acuerdo recurrido, no es me-
nos cierto que de las alegacio-
nes que hace en el referido es-
crito y el consignar expresamen-
te que interpone el recurso de
reposición y solicita que el Ayun-
tamiento reponga el acuerdo de
12 de septiembre anterior, que es
el que motiva el presente recur-
so, no puede dudarse que la pe-
tición fue la nulidad del acuer-
do, y así lo entendió el mismo
Ayuntamiento al resolver la re-
posición, pues acordó desesti-
mar el recurso, confirmando en
todo su contenido el acuerdo ob-
jeto del mismo, o sea el de fe-
cha 12 de septiembre anterior;
todo lo cual patentiza que, aun-
que no se empleó la palabra nu-
lidad, la intención y finalidad fue
ésta, y, por consiguiente, no pro-
cede acoger la excepción alega-
da por el Fiscal, de incompeten-
cia de jurisdicción.

Defecto legal de la demmida.

Respecto a la excepción de de-
fecto legal en el modo de pro-
poner la demanda, la funda el
Fiscal en que en el escrito de de-
manda presentado por el actor

no se consignan, entre los pun-
tos de hechos y los fundamentos
de derecho, las condiciones de la
resolución recurrida para poder
impugnarla en vía contenciosa,
a la personalidad del demandan-
te ; al término en que el recur-
so se interponga y al fondo del
asunto, cuyos requisitos exige el
artículo 42 de la Ley de la ju-
risdicción, expresando el artícu-
lo 46 de la misma Ley que se en-
tenderá que existe defecto legal
en el modo de proponer la de-
manda cuando se hubiese formu-
lado sin los requisitos estableci-
dos por la Ley.

Con la sola lectura de la de-
manda se aprecia que en la mis-
ma constan los requisitos exigi-
dos por el artículo 42 de la Ley
de la jurisdicción, pues en el he-
cho 7.°, último de los que con-
tiene la demanda, se expresan
por separado: a), que el deman-
dante es vecino del pueblo de V..;
b), que no conoció el acuerdo re-
currido hasta el 25 de noviem-
bre del mismo año en que se le
entregó su certificación ; c), que
pidió su reposición dentro de los
ocho días siguientes; d), que
transcurrieron los quince días
para resolverla el 22 de diciem-
bre, en cuyo día causó estado la
resolución recurrida, según los
artículos 253 y 255 del Estatuto
Municipal; e), que ha reclama-
do la observación de preceptos
del Reglamento de Secretarios
Municipales que tienen fuerza de
ley, y la personalidad del repre-
sentado para esto dimana de su
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reconocida calidad de vecino, a
los que da acción para esto en
casos como el presente, el ar-
tículo 253 del Estatuto Munici-
pal ; f), que, según este mismo
artículo, es evidente la compe-
tencia del Tribunal; g), que este
recurso resulta interpuesto en el
plazo para él marcado en el ar-
tículo 7.° de la Ley orgánica de
esta jurisdicción; de donde se
deduce que del contenido de la
demanda se aprecian con claridad
la competencia del Tribunal, las
condiciones de la resolución re-
clamada, la personalidad del de-
mandante, el término de interpo-
sición del recurso y el fondo del
asunto, por lo que aparecen vir-
tualmente expresadas las alega-
ciones que exige el artículo 42
de la mencionada Ley, sin que
la falta de precisión de especi-
ficarse entre los hechos y los fun-
damentos de derecho en núme-
ros separados pueda ser motivo
suficiente ni bastante para dejar
sin curso el pleito, privando del
derecho al demandante por me-
ras deficiencias de forma y ex-
presión ; por todo lo cual, y de
conformidad con una numerosa
y constante jurisprudencia de
este Tribunal Supremo, recaída
respecto a la excepción de defec-
to legal en el modo de propo-
ner la demanda, procede en el
caso actual desestimar la referi-
da excepción, confirmando en
este particular la sentencia ape-
lada que así resolvió.

(Sent. 15 marzo 1945.)

Procedimiento.—Recursos en ma-
teria de exacciones.

La materia del actual recurso
la constituye el acuerdo del De-
legado de Hacienda, por el que
decidió una reclamación contra
los Presupuestos municipales del
Ayuntamiento de X. correspon-
dientes a 1932, por haberse omi-
tido la consignación del crédito
preciso para atender al cumpli-
miento de obligaciones que se
estimaban exigibles al Munici-
pio ; y como esta clase de reso-
luciones son revisables tan sólo
ante el Tribunal Provincial de
lo Contencioso - Administrativo,
en única instancia, según previe-
ne el artículo 302 del Estatuto
Municipal, y no se da, por tan-
to, contra la sentencia el recur-
so de apelación, no cabe duda
que tampoco puede darse contra
el auto que motiva la presente,
ya que sería absurdo que, en
punto a posibles incidencias, sub-
sistiera una doble instancia cuan-
do no se otorga para la cuestión
principal.

(Auto 30 enero 1945.)

(Se transcribe literalmente esta
misma sentencia en la de 6 de
febrero de 1945.)

Procedimiento. — «Causar es-
tado)).

No causa estado el acuerdo
municipal sometiendo a tributa-
ción de solares sin edificar un in-

IO33



mueble de una Comunidad reli-
giosa cuando, después de haber
dictado resolución el Tribunal
inferior, se dictó la Ley de 2 de
marzo de 1939, reglamentada por
la Orden de 11 del mismo mes
y año, que restablecen las ante-
riores de mayo de 1931, dero-
gatorias de la exención de con-
tribución territorial que ampara-
ban a la Comunidad recurrente,
con efecto retroactivo a las cuo-
tas devengadas y aún no paga-
das, por cuanto tal disposición
implica también la revisión del
acuerdo impugnado, ya que sien-
do exclusiva en materia de ar-
bitrio de solares la exención en
el caso de que los terrenos es-
tén exentos de la contribución te-
rritorial, la revisión que estable-
ce la referida Ley del 39 ha de
aplicarse también al arbitrio mu-
nicipal.

(Sent. 20 enero 1945.)

Procedimiento. — Recursos en
materia de exacciones.

Se mantiene el mismo criterio
establecido en la Sentencia ante-
rior (A. 30 de enero de 1945),
aplicajido el principio de que no
caben apelaciones en los pleitos
sobre reclamación contra Presu-
puestos muncipales a un caso de
apelación interpuesta contra pro-
videncias dictadas en ejecución
de sentencia.

En efecto, la Sala dice:
aQue la apelación interpuesta

lo fue contra Auto resolutorio de
recurso de reposición de provi-
dencias que no se refieren a es-
pecial solicitud con motivo de de-
mora en la ejecución del fallo, y
sí al criterio del Tribunal para
su cumplimiento, por lo que no
es de aplicar el párrafo último
del artículo 86 de la citada Ley,
que sólo en este caso y sin for-
ma de apelación transmite la po-
testad a la Sala, y, en su conse-
cuencia, y atendiendo a los fun-
damentos anteriores, procede de-
clarar que no debió admitirse el
recurso y que no ha lugar a re-
solver, sin necesidad de referirse
a la categoría de las providen-
cias, puesto que, negada toda
apelación, carece de influencia
que sean o no dé mero trá-
mite.»

(Auto 6 febrero 1945.)

Incompetencia.—Asuntos civiles.

Se trata de recurso entablado
p o r un Ayuntamiento contra
acuerdos de la Dirección General
de Propiedades y Tribunal Eco-
nómico - administrativo Central,
en los que se desestimó la peti-
ción de aquél para que se declara-
se que la propiedad y dominio de
determinadas fincas rústicas le
correspondían como de sus pro-
pios, y que habían sido inscritas
a nombre del Estado por error
en el Registro fiscal.

El Tribunal Supremo rechaza
la incompetencia, por estimar
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que, reclamadas por la Adminis-
tración las comprobaciones del
derecho de propiedad invocado
por el Ayuntamiento, éste envió,
entre otras, una información tes-
tifical, sobre cuya eficacia argu-
mentó la Corporación en su día,
invocando el art. 392 de la Ley
Hipotecaria; que la posesión ale-
gada debía estimarse bastante a
tenor del art. 1.959 del Código
civil: y ya ante esta Sala, el
Ayuntamiento litigante, al for-
malizar la demanda por escrito
de 12 de enero de 1935, instó se
declarase a su favor el dominio
de la controvertida finca rústica;
todo lo cual patentiza que las
pretensiones deducidas revisten
índole civil y no administrativa, y
que los apoyos jurídicos de su te-
sis tienen el propio carácter, con
lo que es palmario haberse susci-
tado una cuestión de índole civil
y no administrativa, ajena al co-
metido de la presente jurisdic-
ción.

(Sent. 5 marzo 1945.)

Procedimiento. — Impugnación
de disposiciones de carácter ge-
neral cuando son aplicadas par-
ticularmente.

El Ayuntamiento aplicó el Real
decreto de 17 de julio de 1928,
conforme al cual se le autorizaba
para conceder licencias de cons-
trucción de una mayor altura que
la proyectada inicialmente para el
tercer trozo de la Gran Vía, per-
cibiendo una compensación en

metálico. Uno de los propietarios
afectados, al exigirle el Ayunta-
miento esta cantidad por com-
pensación de alturas al dar la li-
cencia de construcción para 33
metros (inicialmente sólo se ha-
bían proyectado 25 metros), por
estimar que era ineficaz el men-
cionado Decreto de 17 de julio de
1928, por contrariar el art. 13 de
la Ley de Reforma Interior de
Poblaciones de 18 de marzo de
1895 y los Reglamentos para su
aplicación.

El Tribunal Supremo declara
su incompetencia por incumpli-
miento del art. 3.e de la Ley orgá-
nica con la siguiente doctrina:

«Así planteada la cuestión, re-
sulta claro que nos hallamos den-
tro del caso especialmente previs-
to en el art. 3.° de la Ley orgá-
nica de esta jurisdicción, y es
principio de doctrina derivado de
la recta inteligencia de este pre-
cepto, que si bien las disposicio-
nes de carácter general son sus-
ceptibles de lesionar derechos ad-
ministrativos desde el momento
en que se individualizan aplicán-
dolas a personas determinadas,
se requiere para la eficiente im-
pugnación de estas resoluciones
concretas que no queden consen-
tidas, sino que han de impugnar-
se también aquellas otras funda-
mentales de las que las últimas
traen inmediata y directa causa,
como lo es aquí, sin duda alguna,
el repetido Decreto de 1928, y co-
mo la resolución contra la que se
recurre, lo f u e únicamente el
acuerdo de la Comisión perma-
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nente de 2 de julio de 1930, que
según viene a reconocer la mis-
ma parte, y así resulta en efecto,
no representa sino la estricta apli-
cación de dicho Decreto, y éste
sería, en todo caso, el que pudo
vulnerar el derecho de que la en-
tidad actora se considera asisti-
da, al quedar firme, como quedó,
ya que no consta ni se alega si-
quiera se hubiese recurrido en vía
contenciosa, no puede la Sala
examinar, ni menos pronunciar-
se, respecto a la ilegalidad, que
es la cuestión fundamental que la
demanda suscita, surgiendo por
ello la excepción de incompeten-
cia que puede y debe acogerse,
aun sin requirimiento de parte,
lo cual impide conocer del fondo
del asunto.»

(Sent. 28 febrero 1945.)

Recursos.—Cuantía.

Tratándose de un arbitrio mu-
nicipal e intentando obtener del
Ayuntamiento la cantidad de pe-
setas 15.360, importe de la multa
debida, a su juicio, por la Com-
pañía como defraudadora, está
plenamente determinada la cuan-
tía y por tanto no puede enta-
blarse apelación por ser la cuan-
tía inferior a las 20.000 pesetas
que estableció la Ley de 8 de ma-
yo de 1931, y que si bien más ade-
lante la nueva Ley Municipal re-
dujo el límite a 10.000 pesetas,
aquella nueva norma legal no tu-
vo eficacia 'algtina hasta fecha
muy posterior a la interposición

y emplazamiento de la apelación
referida, sin que contenga ningún
precepto que otorgue eficacia re-
troactiva a sus disposiciones.

(Sent. 5 marzo 1945.)

Procedimiento.—Derecho vulne-
rado .

Varios empleados municipales
reclamaron a un Ayuntamiento
determinado aumento en sus ha-
beres, alegando fundamentalmen-
te que se había concedido este
aumento a otros empleados. El
Tribunal inferior, como también
el Tribunal Supremo, rechazan la
petición de los interesados. Este
último fundamentándolo en la
incompeten c i a de jurisdicción,
porque los actores, en su deman-
da, al impugnar los acuerdos del
Ayuntamiento se limitan a ta-
charlos como opuestos a sus in-
tereses y originadores de perjui-
cios ; pero omiten la alegación y
demostración de su derecho admi-
nistrativo vulnerado y la mención
de la Ley, Reglamento o dispo-
sición de este carácter para que
los ampare, requistos indispensa-
bles para acogerse a la jurisdic-
ción contencioso-administrativa,
de conformidad con lo preceptua-
do en el núm. 3.° del art. 1.° de
la Ley de esta jurisdicción de 22
de junio de 1894.

(Sent. 8 marzo 1945.)

(Se repite también en la Sen-
tencia de 9 de marzo de 1945.)
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Personal municipal.—Agentes ar-
mados.

La resolución de un Alcalde
dejando cesante en el cargo de la
Guardia municipal al recurrente,
se dictó en 30 de septiembre de
1932, y solicitada la reposición
fue confirmada en 20 de octubre
del mismo año : procede exami-
nar si en aquellas fechas tenía
atribuciones la citada autoridad
para decretar tal cesantía, sin for-
mación de expediente, ni dar
cuenta al Ayuntamiento; y te-
niendo en cuenta que el Decreto
de 19 de junio de 1931, converti-
do en Ley por la de 15 de sep-
tiembre del mismo año, derogó
leyes no votadas en Cortes en
cuanto se opusieren a las anterio-
res en ellas elaboradas, y por ello
la tercera de las funciones que el
art. 195 del Estatuto municipal
atribuía a los Alcaldes, como
Delegados del Gobierno, de nom-
brar, separar, corregir y premiar
a los Guardias y Agentes arma-
dos del Municipio, dando cuenta
al Ayuntamiento, y el art. 150 del
mismo Cuerpo legal, que consig-
na igual disposición en su núme-
ro 2.°, quedaron derogados en
cuanto se opusiesen a la Ley mu-
nicipal de 2 de octubre de 1877,
cuyo art. 74, en su núm. 2.°, con-
signa la misma atribución, sin re-
querir la formación de expediente
ni dar cuenta al Ayuntamiento,
es evidente que el Alcalde pudo
en aquellas fechas tomar el acuer-
do que se recurre.

Dado el claro texto de la dis-

posición de la Ley municipal an-
tes expresado, no tiene aplicación
la Real orden de 27 de enero de
1931, que interpretaba preceptos
del Estatuto en las fechas de los
acuerdos no vigentes, y por ello
no venía obligado el Alcalde a las
disposiciones sobre formación de
expediente y dar cuenta al Ayun-
tamiento, que la indicada Real
orden preceptúa, criterio que ve-
nía sustentando el Tribunal Su-
premo en sus Sentencias de 19 de
febrero y 3 de junio, 9 y 14 de
diciembre de 1940, y para caso
análogo al de este recurso siguió
en las de 9 de febrero de 1943.

(Sent. 14 marzo 1945.)

Silencio administrativo.

A tenor de lo dispuesto en el
art. 268 del Estatuto municipal, se
considerarán desestimadas p o r
las autoridades y organismos mu-
nicipales respectivos las peticio-
nes o reclamaciones de particula-
res o entidades sobre las cuales
no se dicte providencia o acuerdo
de fondo dentro de los cuatro
meses siguientes a su presenta-
ción, y habiéndose dirigido al
Ayuntamiento las dos solicitudes
de los hoy recurrentes del Cuerpo
de Bomberos para el abono de
horas extraordinarias en 29 de
abril de" 1929 y 17 de julio de 1931
sin que recayera resolución algu-
na en el expresado plazo de cua-
tro meses, es indudable que en
virtud de la doctrina del silencio
administrativo, consagrada en el
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indicado precepto, las dos instan-
cias referidas resultaron legal-
mente desestimadas, y como los
interesados no formularon recur-
so ni reclamación contra los vir-
tuales acuerdos denegatorios, és-
tos quedaron firmes y consenti-
dos.

Aunque en 12 de abril de 1933,
mucho después de los cuatro me-
ses consecutivos a las fechas de
las mencionadas instancias de los
Bomberos, acordó expresamente
el Ayuntamiento desestimarlas,
contra cuya resolución se formu-
ló por los reclamantes el recurso
de reposición, que no fue resuel-
to, y después el presente recurso
contencioso-administrativo, el in-
dicado acuerdo expreso vino a
constituir una reproducción o rei-
teración de las resoluciones táci-
tas anteriores, y una denegación
expresa de lo que aquellas otras
tácitas y consentidas habían tam-
bién denegado, y dirigiéndose
contra el repetido acuerdo muni-
cipal la acción contencioso-admi-
nistrativa procede acoger, con-
forme a la doctrina establecida en
las Sentencias de este Tribunal
de 3 de marzo y 19 de octubre de
1933, la excepción de incompeten-
cia propuesta por el Ministerio
fiscal y la parte coadyuvante en
la primera instancia y que la Sa-
la puede estimar de oficio, ya

que, según el núm. 3.° del art. 4.°
de la Ley de 22 de junio de 1894,
quedan excluidos de la jurisdic-
ción contencioso - administrativa
los acuerdos consentidos por no
haber sido apelados en tiempo y
forma ; y por otra parte, la teoría
del silencio administrativo no se
halla establecida exclusivamente
a favor de los particulares, por
no determinarlo así precepto le-
gal alguno, sino que comprende
lo mismo a aquéllos que a la Ad-
ministración, y, por tanto, si
transcurre el plazo legal señala-
do para que la resolución se esti-
me denegada, no cabe conceder a
los particulares el privilegio de
opción para entablar desde luego
los recursos procedentes o aguar-
dar que la Administración, cuan-
do lo crea oportuno, resuelva las
peticiones ante ella formuladas.

En esta interesante Sentencia
mantiene el Tribunal Supremo el
criterio de aplicación del silencio
administrativo en tal concepto,
que en vez de considerarlo como
un medio a favor de los adminis-
trados y contra la inercia de las
Corporaciones, se transforma en
un plazo que opera contra el par-
ticular, si se confía y no recurre
dentro del mismo ante la autori-
dad jurisdiccional.

(Sent. 14 marzo 1945.)
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